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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


                                



              San José, 05 de julio de 2015   

                                                                                                      N.° DJ-AJ-1023-2015 











    


Señor

MBA. José Luis Bermúdez Obando

Director de Gestión Humana a.i.

S.D. 

Estimado señor: 

En el oficio n.° 922-AP-2015 de la Dirección de Gestión Humana, con fecha 26 de junio de 2015, dirigido a la Licda. Karol Monge Molina, Sub Directora Jurídica a.i., se planteó: 

[…] 4. En virtud de lo señalado anteriormente y según lo ha dispuesto el Consejo Superior, para efectos del cálculo de cesantía de la señora Chaves Cervantes por motivo de su jubilación a partir del 1 de julio del 2015, esta Dirección considera únicamente el tiempo laborado de forma continúa en el Poder Judicial, es decir, 10 años, 5 meses y 3 días, laborados desde el 17 de enero del 2005 al 30 de junio del 2015, sin contemplar los períodos laborados en otras instituciones del Estado.

5. No omitimos manifestar, que al haber sido la Procuraduría General de la República, la última institución en la que laboró la señora Chaves Cervantes, antes de incorporarse al Poder Judicial, esta Dirección le consultó el motivo que originó la ruptura laboral con la Institución a la Licenciada Miriam Mora Méndez, Jefe de Gestión Institucional de Recursos Humanos de dicha entidad, quién mediante correo electrónico del 25 de junio del 2015 manifestó: 

“… Le adjunto copio [sic] de la última certificación que solicito doña Lupita, ya  que ella renunció a la Procuraduría el 15 de mayo del 2012, para ser nombrada en el Poder Judicial…”

Cabe indicar, que según lo indicado en la certificación NGIRH-CERT-205-2014, aportada por la señora Mora Méndez, la señora Chaves Cervantes disfrutó de permiso sin goce de salario los períodos que se detallan a continuación, durante los cuales laboró en el Poder Judicial:
· Del 17 de enero de 2005 al 19 de junio del 2006.

· Del 1 de julio del 2006 al 30 de junio del 2010.

· Del 1 de julio del 2010 al 15 de mayo de 2012.

En consecuencia de lo indicado, esta Dirección solicita el criterio a la Dirección Jurídica sobre la procedencia de computar bajo el principio de patrono único el tiempo laborado en otra institución del Estado para el cálculo del Auxilio de Cesantía o bien si debe mantenerse con el criterio vertido por el Consejo Superior en sesión 17-99 y 87-12, es decir, contemplando únicamente el tiempo laborado de forma continúa en el Poder Judicial. 

Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 

A. Presupuestos fácticos:

1. El Consejo Superior en sesión n.° 63-05 celebrada el 16 de agosto de 2005, artículo II, acordó:

3) Hacer efectivo a la licenciada Chaves Cervantes el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de anualidades, a partir del 17 de enero del presente año, en razón de haber comprobado desde el mes de diciembre del 2004, mediante documento idóneo (certificación del Departamento de Personal de la Procuraduría General de la República del número de anuales que ese ente le cancelaba), los años laborados para el Estado.

El Departamento de Personal tomará nota para lo de su cargo.

2. Corte Plena en la sesión n.° 13-15 celebrada el 23 de marzo de 2015, artículo XXX, acordó: 
1.) Tomar nota de la comunicación enviada por la doctora Lupita Chaves Cervantes, Integrante del Consejo Superior, en la que hace saber su decisión de acogerse al derecho de su jubilación a partir del 1° de julio del año en curso. 

B. Presupuestos normativos:

· Artículo 28 del Código de Trabajo:
Si el contrato de trabajo por tiempo indeterminado concluye por despido injustificado, o algunas de las causas previstas en el artículo 83 u otra ajena a la voluntad del trabajador, el patrono deberá pagarle un auxilio de cesantía de acuerdo con las siguientes reglas:

1. 
Después de un trabajo continuo no menor de tres meses ni mayor de seis, un importe igual a siete días de salario.

2. 
Después de un trabajo continuo mayor de seis meses pero menor de un año, un importe igual a catorce días de salario.

3. 
Después de un trabajo continuo mayor de un año, con el importe de días de salario indicado en la siguiente tabla:

a)
AÑO 1  19,5 días por año laborado.

b)
AÑO 2  20 días por año laborado o fracción  superior a seis meses. 

c)
AÑO 3  20,5 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

d)
AÑO 4  21 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

e)    AÑO 5  21,24 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

f)     AÑO 6  21,5 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

g)
AÑO 7  22 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

h)
AÑO 8  22 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

i)      AÑO 9  22 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

j)
AÑO 10  21,5 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

k)
AÑO 11  21 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

l)     AÑO 12  20,5 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

m)
AÑO 13 y siguientes 20 días por año laborado o fracción superior a seis meses.

4.
En ningún caso podrá indemnizar dicho auxilio de cesantía más que los últimos ocho años de relación laboral.

5. 
El auxilio de cesantía deberá pagarse aunque el trabajador pase inmediatamente a servir a las órdenes de otro patrono.

(Así reformado por el numeral 88 inc. a), de la Ley N.º 7983 del 16 de febrero del 2000. (Para regular la aplicación de la presente reforma se establecieron dos normas transitorias que se transcriben a continuación:

“TRANSITORIO V.- La fecha de inicio del Sistema Centralizado de Recaudación será en un plazo máximo de seis meses a partir de la fecha de vigencia de la presente ley.

Exceptúase temporalmente a la Caja Costarricense de Seguro Social, de la obligatoriedad de la aplicación de los procedimientos establecidos por la Ley de la Contratación Administrativa, para adquirir aquellos materiales, bienes y servicios que, a juicio de la Junta Directiva, resulten indispensables para poner en funcionamiento el Sistema Centralizado de Recaudación establecido en el artículo 31 de la Ley de la CCSS. La Contraloría General de la República revisará, a posteriori, no sólo la legalidad, oportunidad,  conveniencia y cumplimiento de los procedimientos aplicados, sino que también verificará el cumplimiento de los principios previstos en el ordenamiento de la contratación administrativa.

Si a juicio de la Caja el Sistema no está en condiciones de iniciar sus funciones, solicitará al Poder Ejecutivo que mediante decreto, amplíe el plazo indicado hasta por un máximo de ciento ochenta días adicionales. 

TRANSITORIO IX.- . La reforma del artículo 29 del Código de Trabajo ordenada en el artículo 88 de esta ley entra a regir el día de vigencia del sistema.

Para los trabajadores con antigüedad acumulada al día de vigencia del sistema, que cesen en su relación de trabajo con derecho a cesantía de conformidad con la legislación vigente, se seguirán las siguientes reglas:

a)
Cuando el trabajador tenga menos de ocho años de servicio después de la vigencia del sistema, el patrono pagará un monto compuesto por la suma  resultante de la indemnización por el tiempo servido antes de la vigencia de esta ley, según las reglas del artículo 29 del Código de Trabajo que se modifica en esta ley, y por la indemnización correspondiente al tiempo servido con posterioridad a esa vigencia.

b)
Cuando el trabajador haya acumulado ocho años o más de servicio a partir de la vigencia del sistema, el patrono estará obligado a pagar únicamente la indemnización suscrita en el artículo 29 del Código de Trabajo, modificado  por esta ley.

Cuando la relación laboral se extinga durante los dos o cinco primeros años de vigencia de los fondos según sea el caso, el patrono deberá cancelar al fondo la diferencia existente entre el monto acreditado de conformidad con este transitorio, hasta completar el tres por ciento (3%) mensual de los salarios de dicho período.”)

· Artículo 85, inciso e), ibídem:

Son causas que terminan con el contrato de trabajo sin responsabilidad para el trabajador y sin que se extingan los derechos de éste o de sus causahabientes para reclamar y obtener el pago de las prestaciones e indemnizaciones que pudieran corresponderles en virtud de lo ordenado por el presente Código o por disposiciones especiales: 

[…]

e) Cuando el trabajador se acoja a los beneficios de jubilación, pensión de vejez, muerte o de retiro, concedidas por la Caja Costarricense de Seguro Social, o por los diversos sistemas de pensiones de los Poderes del Estado, por el Tribunal Supremo de Elecciones, por las instituciones autónomas, semiautónomas y las municipalidades.

(Así adicionado este inciso por el artículo 2, de la Ley N.º 5173 del 10 de mayo de 1973.)

C. Jurisprudencia de interés de la Sala Segunda:

· Sentencia n.° 690, de las 10:35 horas del 23 de setiembre de 2007:
II.- Los reparos no son de recibo. La Sala ha venido sosteniendo, en recientes y reiterados fallos, que no existe norma que permita acumular antigüedad, a los efectos del pago de la cesantía; o bien, que si no hay norma que disponga la acumulación de antigüedad respecto de otras instituciones públicas no puede tenerse en cuenta para el pago de auxilio de cesantía. En otras palabras, que el reconocimiento de los años laborados en otras dependencias del Estado lo es para ciertos efectos legales, p.ej.: aumentos anuales derivados de la antigüedad, más no para el pago de prestaciones legales, particularmente cesantía, si no existe alguna norma que así lo disponga, en aplicación del principio de legalidad; dado que el tiempo que aprovecha al pago de la cesantía es el servido directamente a un empleador determinado; o bien, que salvo norma especial en contrario, para su cálculo sólo debe tomarse en cuenta el tiempo servido en el ente que se aprovechó de los servicios del empleado. En ese orden de ideas, la tesis del Estado como patrono único en modo alguno puede invocarse, a efecto de tomar en cuenta los distintos periodos trabajados en otras entidades del Sector Público, a efecto del pago de esa indemnización, porque este derecho surge con motivo del rompimiento con responsabilidad patronal de una determinada relación, sin que interese el tiempo servido en otros periodos al amparo de diversas relaciones que pudieron llegar a su fin por distintas causas (ver sentencias N° 2005-1026, de las 10:10 horas del 13 de diciembre del 2005 y N° 2007-66, de las 8:35 horas del 9 de febrero del 2007, entre otras). Pues bien, en esta situación se encuentra el presente caso. Veamos: El acuerdo I, tomado por la Junta Directiva del Instituto demandado, en sesión 8375 de 7 de agosto del 2000 dice: “1) Autorizar por reorganización el pago de la indemnización a los Agentes de Seguros con cargo a planilla, considerando el total de años laborados y el promedio salarial de los últimos seis meses”. El pago de esa indemnización se baso, sin duda, en el despido de los Agentes de Seguros con cargo a planilla. Es decir, por la supresión de empleo, por motivo de reorganización, de los Agentes de Seguros que, como el aquí actor, le prestaban tales servicios al Instituto, bajo una relación de subordinación y dependencia. Cabe admitir, en ese sentido, que dicho acuerdo se inspirara –en ausencia de una normativa especial-, en el inciso f) del artículo 37 del Estatuto de Servicio Civil, que dispone que los servidores del Poder Ejecutivo –protegidos por dicho Estatuto-, y que sean cesados en sus funciones por supresión del empleo, tienen derecho a una indemnización de un mes por cada año o fracción de seis o más meses de servicios prestados. Como sea, no hay duda que se trata de una indemnización por motivo del cese unilateral dispuesto por el Instituto y como tal asimilable, por principio, al auxilio de cesantía; solo que, a diferencia del Código de Trabajo, que fija un tope máximo de años a indemnizar pues dispone que “En ningún caso podrá indemnizar dicho auxilio de cesantía más que los últimos ocho años de relación laboral”, en estos otros casos, la indemnización se ha de pagar a razón de “un mes por cada año o fracción de seis o más meses de servicios prestados”, como dice la disposición citada; o bien, “considerando el total de años laborados”, como dice el acuerdo del Instituto. De ahí que la frase “servicios prestados” o bien, el término “total de años laborados” no se ha de interpretar sino tan solo en el sentido de que en estos casos no existe aquél tope máximo de ocho años de relación laboral a indemnizar, que fija el Código de Trabajo. En consecuencia, a diferencia del recurrente, quien entiende que eso significa que se debe tomar en cuenta todo el tiempo laborado por él en la Administración Pública, es decir, no solo en el Instituto Nacional de Seguros, sino incluso en el Instituto Costarricense de Electricidad; la Sala interpreta que tan solo se trata del total de años laborados y/o de servicios prestados por él, como Agente de Seguros, con cargo a la planilla del Instituto; vale decir, durante su relación laboral con el ente demandado, como empleado subordinado, lo cual está, incluso, en armonía con el Código de Trabajo, que para estos efectos se refiere, específicamente, a los “años de relación laboral”, o bien, al “contrato de trabajo”. […] Lo mismo cabe decir respecto de los fallos de esta Sala y que el recurrente cita en su apoyo, a propósito de la tesis de que el Estado es patrono único. En efecto, tras el análisis de esos fallos, de ellos se desprende, sin mayor esfuerzo, que el reconocimiento de antigüedad sustentado en dicha tesis lo fue tan solo para efectos de anualidades conforme con la reforma a la ley de Salarios de la Administración Pública, operada por la Ley N° 6835. En otras palabras, lo que en ellos se discutió fue el reconocimiento de la antigüedad en el sector público para efectos del pago de aumentos anuales por los servicios prestados en cualesquiera de sus instituciones, están o no cubiertas por regímenes de naturaleza estatutaria. Sin embargo, en ninguna de esas sentencias se analiza, ni resuelve, propiamente, con base en dicha tesis, la pretensión de pago del auxilio de cesantía. Siendo así, es claro que no procedía el pago del auxilio de cesantía –o indemnización- concerniente a los seis períodos de antigüedad acumulados por el actor en el Instituto Costarricense de Electricidad. Por lo consiguiente, no cabe sino concluir que lo resuelto por el Ad Quem, en este sentido, no constituye inobservancia de ninguna de las normas invocadas por el actor en su recurso. Al amparo del análisis realizado, y no habiendo motivos para cambiar de criterio, la sentencia venida en alzada debe confirmarse. (La negrita no corresponde al original)

· Sentencia n.° 66, de las 8:35 horas del 9 de febrero de 2007:
Ahora bien, respecto del auxilio de cesantía, a que tienen derecho los trabajadores tanto del Sector Público como del Sector Privado (tema que interesa en este caso concreto), esta Sala ha reiterado el criterio de que salvo norma especial en contrario, para su cálculo sólo debe tomarse en cuenta el tiempo servido en el ente que se aprovechó de los servicios del empleado (doctrina que inspira las citadas normas en relación con el artículo 30, que establece reglas comunes para el preaviso y el auxilio de cesantía). En ese orden de ideas, la tesis del Estado como patrono único en modo alguno puede invocarse, a efecto de tomar en cuenta los distintos periodos trabajados en otras entidades del Sector Público, a efecto del pago de esa indemnización, porque este derecho surge con motivo del rompimiento con responsabilidad patronal de una determinada relación, sin que interese el tiempo servido en otros periodos al amparo de diversas relaciones que pudieron llegar a su fin por distintas causas. Por otro lado, no se ha acreditado sin lugar a dudas, la existencia de una norma que regulara el derecho en los términos pretendidos, como tampoco que por acuerdo entre las distintas entidades o porque una determinada disposición así lo amparara, el traslado del actor de una entidad pública a otra, lo fuera sin solución de continuidad y reconociéndosele toda la antigüedad acumulada específicamente para efectos del pago del auxilio de cesantía. En ese orden de ideas, partiendo de que a la luz del principio de legalidad que rige en el Sector Público, conforme al cual sólo pueden considerarse lícitas y efectivas, como obligaciones a cargos de los respectivos entes, aquellas autorizadas por el ordenamiento jurídico (artículo 11 de la Constitución Política en relación con los numerales 11 y 13 de la Ley General de la Administración Pública), lo pretendido por el recurrente no es de recibo. (La negrita no corresponde al origina)

· Sentencia n.° 597, de las 10:10 horas del 3 de octubre de 2001:
II.- No son atendibles los reparos del apoderado especial judicial del actor, en cuanto pretende que le sea reconocido, a su representado, para efectos de liquidación del auxilio de cesantía –reajuste reclamado-, el tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública; por lo que, de seguido, se dirá. Consta en los autos que, el actor, laboró para ese Ministerio desde el 1° de enero de 1977 y hasta el 8 de mayo de 1982, en que se le dio de baja, por renuncia (certificación de folio 23); posteriormente, el 2 de mayo de 1983 –once meses y veinticinco días, después de haber renunciado al Ministerio de Seguridad Pública-, inició labores en el Banco Crédito Agrícola de Cartago, entidad pública que le reconoció, para todos sus efectos –como consecuencia de la tesis del Estado patrono único- las anualidades correspondientes a aquella antigüedad, según los numerales 5 y 12, inciso d), de la Ley de Salarios de la Administración Pública, reformados por la N° 6835, del 22 de diciembre de 1982; con lo cual mantuvo aquella antigüedad laboral acumulada al 8 de mayo de 1982 –para el reconocimiento anualidades-, durante la relación laboral con la demandada, que concluyó el 4 de mayo de 1998- quince años y dos días después de iniciada-, como resultado de la movilidad forzosa, aplicada por la supresión de la plaza del actor, como una directa consecuencia de la reestructuración a que fue sometido el Banco Crédito Agrícola de Cargado y que inició el 2 de mayo de 1995; y, por ese motivo, sólo le fue cancelado, por concepto de auxilio de cesantía, lo correspondiente al período laborado de mayo de 1982 a mayo de 1998, y no aquellos otros seis meses, correspondientes al tiempo también laborado para aquel Ministerio; que ahora pretende le sean computados para efectos de esa cesantía; lo cual no es legalmente posible porque, el actor, renunció a aquella relación de servicios, el 8 de mayo de 1982. Así las cosas, no se le puede pagar al señor […], la cesantía sumando los años laborados en el Ministerio de Seguridad Pública desde el 1° de enero de 1977 al 8 de mayo de 1982 –fecha en que se libremente renunció al puesto ahí desempeñado-. En la Administración Pública, cuando un servidor termina su contrato de trabajo, por tiempo indefinido, en una institución perteneciente al Sector Público y pasa a laborar, de inmediato, sin solución de continuidad a otra del mismo sector, y en esta última el contrato concluye con responsabilidad patronal, debe siempre pagarse el auxilio de cesantía; reconociéndose el tiempo servido en la primera institución, también perteneciente al Sector Público; pero ello siempre y cuando no haya mediado solución de continuidad, entre una y otra relación; y en la primera de las relaciones, no haya acaecido una renuncia, un despido sin responsabilidad patronal, ni el pago de las prestaciones legales –por parte de la primera entidad patronal-. (La negrita no corresponde al original)

· Sentencia n.° 92, de las 14:00 horas del 21 de abril de 1999:
III.- Si bien es cierto que existe normativa legislativa, inspirada en la tesis del Estado como “patrono único”, por la que se deben entender, como una sola, las relaciones del trabajador con las diferentes entidades que conforman el Sector Público; esa normativa está limitada al reconocimiento de derechos específicos; por ejemplo, al amparo de Ley Número 6835, del 22 de diciembre de 1982, el incremento de salarios, por antigüedad. De ahí que ello no pueda invocarse, válidamente, como el fundamento del derecho del actor; toda vez que no concierne el punto relacionado con el pago de prestaciones. Sobre ese otro tema, la Sala ha indicado:

“II.- En primer término, resulta importante señalar que la petitoria del actor, está relacionada con el concepto del Estado, como un único ente patronal, en el cual no se distingue la institución a través de la cual se manifiesta, sino el ámbito de interés público donde realiza su gestión. En cuanto al reconocimiento de la antigüedad, la idea del Estado como patrono único, le otorga al trabajador la posibilidad de considerar su prestación de servicios como una sola, a pesar de haberse desarrollado en distintas entidades, calificadas todas como de Sector Público, de acuerdo con la clasificación establecida por la Ley de Creación de la Autoridad Presupuestaria #6821 del 14 de octubre de 1982. Esta facultad o derecho, no es absoluta, pues en el ámbito el cual, los partícipes deben actuar conforme a lo expresamente indicado por la ley. Han sido normas específicas, legales y convencionales, las que han concedido determinados efectos a la antigüedad, respecto al disfrute de vacaciones, anualidades y pensión.” (Voto Número 326, de las 10:20 horas, del 17 de diciembre de 1993). (La negrita no corresponde al original)
D. Acuerdos Administrativos de interés: 

· Consejo Superior sesión n.° 17-99 celebrada el 2 de marzo de 1999, artículo VI:
Mantener lo resuelto en vista de que no hay ninguna norma legal que permita el pago de cesantía por más tiempo del que el señor Arroyo laboró para el Poder Judicial en su último período servido en él. Así lo ha resuelto reiteradamente la Sala Segunda de la Corte, conforme puede verse de las resoluciones número 51 de las nueve horas del veinte de mayo de mil novecientos ochenta y siete, en la que se indica (con relación al tiempo servido en otra institución pública ) que "quien renuncia pierde el derecho a reclamar los extremos de auxilio de cesantía y preaviso"; número 120 de las nueve horas del seis de abril de mil novecientos noventa y cinco, en la que se indica que "sólo el tiempo servido por el actor a favor del demandado es útil para computarse en el cálculo que le corresponde por concepto de auxilio de cesantía... por lo que el ad quem incurrió en error al tomar en cuenta para ese propósito el tiempo servido por el señor.... en otras instituciones públicas"; y la resolución de las nueve horas diez minutos del veintiocho de marzo de mil novecientos noventa y seis, en la que se dijo que "la Ley Número 6835, del 22 de diciembre de 1982, que agregó un inciso d), al artículo 12, de la Ley de Salarios de la Administración Pública, la cual consagra el derecho de todo servidor público a que se le reconozca el tiempo servido en otras instituciones del respectivo Sector; pero lo dispone así sólo para incrementar los salarios por antigüedad y no en relación con el pago de prestaciones".
E. Criterio legal:

Una vez analizada la jurisprudencia, tanto judicial como administrativa, traída a colación en este informe, esta Dirección estima que el tiempo servido por la doctora Chaves Cervantes en la Procuraduría General de la República no debe ser computado para efectos de calcular el auxilio de cesantía, al cual tiene derecho por acogerse a su derecho de jubilación, según lo dispone el inciso e) del artículo 85 del Código de Trabajo, por las razones que a continuación se exponen:

1.- El auxilio de cesantía, por regla general, tiene un carácter indemnizatorio, es decir, es un rubro que se cancela a la persona trabajadora que, sin justa causa, es cesada de su trabajo con el fin de resarcir el actuar arbitrario de su patrono; tal y como lo expone la Sala Constitucional en su resolución n.° 8232 de las 15:04 horas del 19 de setiembre de 2000, así como también al mediar una ruptura laboral porque la persona trabajadora, ha decidido acogerse a los beneficios de la jubilación.  

2.- En virtud de la naturaleza de esta prestación legal, el pago de la misma no procede en casos de renuncia, por ser esta una decisión propia de la persona trabajadora y no un actuar injustificado de la parte patronal. Igual sucede en las relaciones laborales a plazo fijo, pues en ellas la persona trabajadora conoce desde un inicio cuándo finaliza la relación laboral. Lo anterior deriva de la interpretación que se hace del artículo 29 del Código de Trabajo que expresamente reza: Si el contrato de trabajo por tiempo indeterminado concluye por despido injustificado, o algunas de las causas previstas en el artículo 83 u otra ajena a la voluntad del trabajador, el patrono deberá pagarle un auxilio de cesantía de acuerdo con las siguientes reglas: […] 
Siguiendo esa línea de pensamiento, del oficio n.° 922-AP-2015 -suscrito por la Dirección de Gestión Humana- se extrae que doña Lupita antes de ingresar a laborar al Poder Judicial prestó sus servicios a la Procuraduría General de la República –en adelante Procuraduría- y que la razón por la cual cesó dicha relación de trabajo fue la renuncia interpuesta por la hoy ex servidora judicial. Así las cosas, el hecho de que la doctora Chaves Cervantes haya renunciado a la Procuraduría constituye la primera razón por la cual dicho tiempo no puede ser computado para efectos del pago del auxilio de cesantía; toda vez que ese actuar no se encuentra dentro de los presupuestos de hecho contemplados en nuestro ordenamiento jurídico para el pago en cuestión. 
Aunado a ello, la Sala Segunda ha dispuesto de manera clara y reiterada que este tipo de pretensiones no resultan de recibo por no contar con una norma que ampare dicha petición. En ese sentido, la jurisprudencia apunta que la Administración Pública se encuentra sujeta al principio de legalidad (únicamente puede realizar aquello que esté constitucional y legalmente autorizado en forma expresa, contrario sensu, todo lo que no esté regulado o autorizado le está vedado realizarlo) y no existe norma jurídica alguna que autorice proceder de conformidad. A modo de ejemplo se trascribe un extracto de la sentencia n.° 690, de las 10:35 horas del 23 de setiembre de 2007:

"La Sala ha venido sosteniendo, en recientes y reiterados fallos, que no existe norma que permita acumular antigüedad, a los efectos del pago de la cesantía; o bien, que si no hay norma que disponga la acumulación de antigüedad respecto de otras instituciones públicas no puede tenerse en cuenta para el pago de auxilio de cesantía".

3.- Por otra parte, debe señalarse que si bien es cierto el tiempo laborado por la ex servidora judicial en la Procuraduría le fue reconocido para efectos de anualidades, según consta en el acta de la sesión n.° 63-05 celebrada el 16 de agosto de 2005, artículo II, ello no necesariamente implicaba que los años laborados para dicha institución le iban a ser computados para los efectos que hoy resultan de su interés. Obsérvese que el reconocimiento del tiempo servido en otras instituciones públicas para efectos de anualidades se encuentra expresamente regulado en el artículo 12 de la Ley de salarios de la Administración Pública; no así lo pretendido por señora Chaves Cervantes. 
Conclusiones: 

De conformidad con lo indicado y con base en la información remitida para análisis, se concluye que la teoría del Estado patrono único no resulta aplicable en casos como este, ya que la misma rige para supuestos diferentes al analizado, y que el hecho de que la ex servidora judicial haya renunciado a la Procuraduría conlleva a denegar la pretensión planteada, pues no existe norma que ampare tal solicitud.
Como corolario de lo expuesto, esta Dirección considera que el tiempo laborado por la doctora Chaves Cervantes en la Procuraduría no debe computarse al momento de calcular el monto a pagar por concepto de auxilio de cesantía; el cual solamente debe contemplar el periodo que esta registra a las órdenes del Poder Judicial, tal y como lo resolvió este Consejo en la sesión n.° 17-99 celebrada el 2 de marzo de 1999, artículo VI.
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